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RESUMEN DE CONTENIDO

Este Informe contiene el perfil de Proyecto de Cooperación Técnica Internacional para segunda fase. Este perfil se presenta en la versión del mes de agosto, que tiene el carácter de documento de trabajo, para su posterior discusión y ajuste, lo cual se realizará durante el mes de septiembre. De acuerdo a lo anterior, este Informe corresponde al desarrollo de uno de los compromisos contractuales adquiridos con el Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal, como es el de asesorar la consolidación y ajuste de la propuesta de Segunda Fase.
PROYECTO DE COOPERACION TECNICA INTERNACIONAL 

GOBIERNO DE COLOMBIA  – UNION EUROPEA

El propósito de este documento es el de presentar el perfil de un Proyecto de Cooperación Técnica Internacional entre el Gobierno de Colombia (Ministerio del Interior-Red de Solidaridad Social) y la Unión Europea, partiendo de la experiencia desarrollada por el Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal. Como se verá más adelante, las políticas trazadas por el Gobierno de Colombia determinan un perfil que permite recoger dicha experiencia para proyectarla en un nuevo marco de objetivos temáticos y de condiciones de operación.

I. CONTEXTO Y ANTECEDENTES
Este documento toma como referencias las políticas públicas de desarrollo territorial, de descentralización y de desarrollo institucional del Estado colombiano, expresadas tanto en la Constitución Política y en diversas leyes, como en los Planes de Desarrollo.

Este documento toma en consideración los objetivos políticos generales de la Unión Europea de cooperación para el desarrollo, como son la reducción de la pobreza, la protección del medio ambiente, la educación básica y la formación profesional, la integración de la mujer al desarrollo y el fomento de la iniciativa privada y de las reformas económicas. Ello bajo los criterios  de respeto a los derechos humanos, de orientación hacia la economía de mercado, de seguridad jurídica, de participación de la población en las decisiones públicas y de actuación del Estado orientada hacia el desarrollo. Igualmente se toman en consideración los objetivos del documento aprobado por la Comisión Europea en noviembre de 1998, denominado “Orientaciones Plurianuales para la Ayuda Comunitaria en Colombia” (IB/1035/98-ES), en el cual se señala que los temas estratégicos prioritarios para la cooperación de la Unión Europea al Gobierno de Colombia son el apoyo a la modernización del sector productivo, el refuerzo del Estado de Derecho, el apoyo al desarrollo alternativo, la contribución al proceso de paz y la protección al medio ambiente.

Este documento toma como referencia e inmediato antecedente, la operación y trayectoria del Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal – SNCM – (Col/B7-3010/IB/95/158), suscrito por el Gobierno de Colombia y por la Unión Europea en febrero de 1998, cuyas actividades se iniciaron en febrero del año 2000 con un horizonte de cuatro años. Este Proyecto surge como una alianza estratégica entre Colombia y la Unión Europea, con el propósito de contribuir a la preparación de los funcionarios municipales, comunidades y demás agentes del desarrollo territorial y dotarlos de herramientas necesarias para actuar en la nueva dinámica entre los gobiernos locales y la sociedad civil, afianzando el proceso de descentralización y el desarrollo local.

II. PERSPECTIVAS

La experiencia desarrollada y los resultados derivados de la operación del Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal, en los diversos frentes de trabajo adelantados, ha permitido diseñar y aplicar instrumentos de gestión que contribuyen a la profundización del proceso de descentralización colombiano. Partiendo de la identificación de las necesidades prioritarias para la gestión territorial y de la evaluación de las condiciones concretas – institucionales, metodológicas, técnicas y operativas -, para el desenvolvimiento de un Proyecto de esta naturaleza, se registra un conjunto de experiencias de gran relevancia respecto a este tipo de intervenciones, como son las siguientes:.

1. El apoyo a procesos se ha realizado dentro del marco de las políticas de desarrollo territorial del Estado colombiano en sus diferentes niveles, consignadas en los respectivos Planes de Desarrollo.

2. Las intervenciones del Proyecto se han realizado como la iniciación y acompañamiento de procesos que desembocan en un verdadero desarrollo institucional y no como actividades puntuales que buscan cobertura y mayor número de eventos y participantes.

3. Las intervenciones se han diseñado partiendo de la demanda proveniente de las entidades territoriales y no de la oferta de las instancias de capacitación.
4. El apoyo se ha realizado cuando existe en los alcaldes y gobernadores la voluntad política y el compromiso de acción en torno a criterios tales como el impulso a procesos de carácter regional (municipio-región), de promover la participación ciudadana y de garantizar el desarrollo sostenible. 
5. El apoyo a procesos se ha realizado de manera selectiva en términos geográficos y se concentra en áreas estratégicas de la gestión territorial tales como el desarrollo institucional y la participación ciudadana (fortalecimiento de la descentralización) y el desarrollo económico regional y local, todo ello con un propósito de estímulo a formas asociativas de gestión territorial y de promoción del desarrollo.

6. El apoyo a procesos de desarrollo institucional y de fortalecimiento de la descentralización ha tenido como punto de apoyo la estructura institucional para la gestión territorial, en la cual juegan un papel preponderante las relaciones intergubernamentales y en particular el rol de los departamentos como instancias de apoyo a los municipios.
7. El apoyo a los procesos de participación y de desarrollo económico regional y local se ha realizado a través de la interacción entre las administraciones territoriales y las organizaciones ciudadanas, gremios de la producción y empresarios, vinculando además a las universidades y centros de investigación.
De esta manera, a través de la operación del Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal se ha construido un muy efectivo instrumento para la activación de procesos a nivel regional y local, tanto en lo que se refiere al fortalecimiento institucional, al desarrollo económico regional y local y a la participación ciudadana. Ello permite visualizar un gran potencial de aplicación y por lo tanto una nueva etapa de cooperación entre el Gobierno de Colombia y la Unión Europea, basada en la fortaleza de dicho instrumento, en las enseñanzas de la primera fase (que estará activa hasta finales de 2003) y en las prioridades de desarrollo territorial del Estado colombiano expresadas a través de las políticas gubernamentales.

El enfoque de capacitación-acción (aprender haciendo) con base en el cual se estructuraron actividades encaminadas a la obtención de productos y resultados dentro del marco del Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal, permitió desatar procesos sociales, económicos e  institucionales. Debido a ello, resulta claro que si bien la capacitación es un eje articulador relevante, esta puede incorporarse dentro de una estrategia de acción más amplia, que la incluya pero que la trascienda.  Así, la capacitación, al lado de otro tipo de intervenciones, como las que se proponen más adelante, se incorporara a un proyecto de cooperación orientado al desarrollo territorial, de mayor alcance que el Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal, pero aprovechando su experiencia y logros. Ello significa que una nueva fase del Proyecto se  denominará Proyecto Sistema Nacional de Desarrollo Territorial – PSNDT -. Lo anterior, como se explicará en detalle más adelante, implica una variación en la interlocución de la Unión Europea con el Gobierno colombiano, incorporando como operadores principales del proyecto, por una parte a la instancia del Estado con mayor responsabilidad constitucional y legal respecto a los procesos de descentralización y de participación ciudadana - Ministerio del Interior -, y por otra parte a una entidad con capacidad de acción en el territorio e interacción dinámica y operación directa con las entidades territoriales y organizaciones ciudadanas y comunitarias - Red de Solidaridad Social -.

Además de lo anterior, es preciso subrayar que la profundización del proceso de descentralización debe incorporar estrategias de gestión territorial en un escenario de posconflicto. Ello determina la necesidad de promover acciones de fortalecimiento del tejido institucional y del tejido social, de la interrelación entre los sectores público y privado, todo ello con un fuerte arraigo ciudadano y comunitario y dentro del ámbito de políticas públicas y agentes del Estado con orientación y vocación para enfrentar situaciones de superación de crisis social.

III. PROYECTO SISTEMA NACIONAL DE DESARROLLO TERRITORIAL

La política de desarrollo territorial se encuentra inmersa y condicionada por la política general de reforma del Estado. Al respecto, el Gobierno de Colombia ha trazado una directriz de reorganización del aparato y de la acción estatal en torno a la construcción de un Estado comunitario, teniendo como eje central la participación ciudadana. Se trata de materializar la orientación Constitucional según la cual el ciudadano debe recobrar para sí la intervención en los asuntos públicos como estrategia para fortalecer la democracia, construir equidad y garantizar que la inversión pública cumpla su cometido de erradicar la pobreza. En este contexto, la profundización de la descentralización y de la autonomía regional constituye el camino para alcanzar el Estado comunitario, siendo los escenarios regional y local aquellos en donde es posible arraigar procesos sostenidos de participación de la comunidad en la definición de las tareas públicas, en su ejecución y vigilancia. 

Dentro de este marco, con base en la experiencia del Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal, y en particular con base en su plataforma metodológica, técnica y operativa, es posible avanzar hacia una nueva fase dirigida a impulsar procesos regionales y locales que tengan como fundamento las políticas antes mencionadas, así como los propósitos generales de desarrollo económico y social definidos por el Gobierno de Colombia.

El objetivo de esta nueva fase sería el de promover procesos de desarrollo territorial y de fortalecimiento de la descentralización mediante intervenciones integrales de acompañamiento a entidades públicas y a estas en asocio con entidades privadas, orientadas a impulsar el desenvolvimiento económico y social y la participación ciudadana en regiones seleccionadas del territorio nacional.

Lo anterior se traducirá en componentes del proyecto que apuntarán a generar o fortalecer prácticas concretas de gestión en áreas estratégicas de la vida regional y municipal, teniendo en cuenta no solamente los roles constitucionales y legales de las instancias administrativas, sino también el estado del desarrollo institucional y el entorno económico y social. En este sentido, se prestará especial atención a obtener resultados en los cuales los gobiernos locales puedan convertirse en factores reales de transformación de la realidad municipal y aún regional.

El objetivo general apunta a fortalecer capacidades institucionales, de gobierno y de movilización de la sociedad civil que apunten al desarrollo económico, por una parte, y a congregar esfuerzos de diversos municipios, en el contexto de regiones que buscan la solución conjunta de problemas comunes. Este último aspecto es particularmente pertinente respecto a las estrategias de desarrollo económico, que adquieren mayor sentido y viabilidad en contextos de mayor amplitud que el municipal, es decir, en el ámbito regional que abarca diversos municipios. 

Dentro de este contexto, las temáticas prioritarias serán las siguientes:

1. Fortalecimiento de la descentralización: desatar procesos de desarrollo territorial en concordancia con las respectivas políticas del Estado colombiano, avanzando hacia la construcción de nuevas modalidades de gestión que refuercen la eficiencia local. Respecto a esta temática, el Proyecto incluirá los siguientes propósitos y líneas de acción:

a. Fortalecer la capacidad de gestión de las entidades territoriales, mediante procesos sostenidos de acompañamiento y de capacitación en asuntos tales como la administración de proyectos, finanzas municipales, medio ambiente, sistemas de documentación e información municipal y participación.
b. Apoyar los procesos de diseño, organización y consolidación de nuevas formas de gestión territorial en torno a la creación de regiones autónomas, la asociación de entidades territoriales (departamentos o municipios) en torno a propósitos comunes, la fusión de entidades operativas entre departamentos o municipios vecinos.

c. Fortalecer los nuevos esquemas y procesos de planificación regional, entre los cuales se destaca la responsabilidad municipal de formular los denominados Planes de Ordenamiento Territorial (zonificación para usos del suelo), que condicionan de manera significativa todo el proceso de planeación, enfatizando a la vez una de sus principales dimensiones como es la sostenibilidad ambiental, y de armonizar dichos instrumentos con los Planes de Desarrollo.

d. Apoyar la consolidación de un sistema eficiente y sólido de capacitación municipal, incluyendo la capacidad de diseñar planes de capacitación orientados a la obtención de productos concretos (capacitación aplicada como respuesta a demanda), e incluyendo también la capacidad de ofrecer a los municipios actividades de apoyo para mantenerlos actualizados en los avances en las técnicas de gestión regional y local. Ello especialmente a través de la institucionalización técnica, operativa y financiera del Programa de Escuelas de Gobierno puesto en marcha por el Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal.

e. Fortalecer la Federación Colombiana de Municipios en razón de la importancia que tiene para los municipios colombianos el contar con un ente asociativo que promueva la vida municipal, ejerza una interlocución sólida y constructiva con el Gobierno Central y con el Congreso de la República y facilite el intercambio de experiencias entre las administraciones locales.

f. Promover las acciones contempladas en los componentes subsiguientes de este Proyecto, como estrategia para el fortalecimiento del proceso de descentralización.

2. Participación ciudadana: este componente busca, por una parte, promover y fortalecer prácticas concretas de participación ciudadana en los procesos de toma de decisiones y de gestión, estrechando la interrelación entre las administraciones locales y la sociedad civil, incluyendo el control social del gobierno municipal; y, por otra parte, desarrollar acciones en torno a la responsabilidad social frente a lo público. Busca también fortalecer los mecanismos de participación democrática en la orientación del desarrollo, toma de decisiones de gobierno y la asignación de recursos públicos para programas y proyectos para el desenvolvimiento económico y social. Este objetivo constituye un reto de las administraciones regionales y municipales, así como para el proceso de fortalecimiento de la descentralización, y apunta a promover una efectiva participación ciudadana en la toma de decisiones, que materialice el amplio acervo normativo existente en la materia y lo convierta en canales y prácticas reales de interacción entre las administraciones y las comunidades locales. En este sentido, constituye un pilar básico para la construcción de un Estado comunitario. Al respecto, se le prestará especial atención a los siguientes aspectos:
a. Incorporar de manera efectiva a la ciudadanía, representada en Corporaciones Públicas, Consejos Territoriales de Planeación, instancias de participación establecidas por la ley, y organizaciones cívicas y ciudadanas en los procesos de desarrollo económico, social e institucional.

b. Promover la participación comunitaria en la ejecución de los recursos públicos y en la prestación de servicios.

c. Fortalecer los mecanismos de rendición de cuentas (accountability) por parte de los gobernantes y cuerpos colegiados elegidos por votación popular, así como de funcionarios con alta responsabilidad en la gestión municipal. Este objetivo apunta a fortalecer el control democrático de la gestión pública local por parte de las comunidades, entendido además este control como un mecanismo para el mejoramiento del rendimiento de las administraciones municipales con base en la supervisión de la comunidad respecto a la prestación de servicios de interés colectivo.

d. Promover la responsabilidad ciudadana respecto a lo público. Este objetivo apunta a promover que entidades privadas, gremiales, académicas, medios de comunicación, organizaciones ciudadanas y, en general, el conjunto de instancias que conforman el tejido de la sociedad civil, se incorporen, desde sus esferas de actuación, a la gestión de lo público, como asunto de responsabilidad social que trasciende las entidades gubernamentales. Para ello, se estructurará un programa y actividades específicas de capacitación acerca de la responsabilidad social frente a lo público, apoyando además la formulación de proyectos específicos por parte de entidades gremiales, privadas, académicas u organizaciones ciudadanas ocupadas en asuntos de interés público.

e. Dar especial cabida al componente de género dentro de las actividades de participación ciudadana en la gestión pública local

f. Impulsar un proceso de Convivencia y paz, con énfasis en la promoción y consolidación de mecanismos de solución a conflictos a través de instancias idóneas como los conciliadores en equidad, a través de estrategias regionales, apuntando además al fortalecimiento de la justicia y de la democracia, siendo estos factores necesarios para el avance del proceso de paz en zonas afectadas por diversas manifestaciones del fenómeno de la violencia.

3. Desarrollo económico regional y local: con énfasis en la atención a situaciones de extrema pobreza y reconociendo la situación de crisis social y por la tanto la urgencia e importancia de promover programas sostenibles de seguridad alimentaria; y reconociendo también el rol creciente de las administraciones regionales y locales frente a los procesos de desarrollo y la necesidad de propiciar procesos asociativos de entidades territoriales y de comunidades para atender de manera conjunta problemas y retos comunes para el desenvolvimiento económico, social e institucional en regiones determinadas. Por otra parte, este componente pretende armonizar la naturaleza de las iniciativas locales –de infraestructura, de servicios públicos, de desarrollo económico -, con las escalas apropiadas de actuación conjunta de grupos de municipios frente a problemas comunes. En el desarrollo del componente se persiguen los siguientes objetivos:

a. Diseñar un Programa de Desarrollo Económico Local, de Seguridad Alimentaria y de Integración Regional, establecer su estructura y las modalidades de operación.

b. Promover y apoyar iniciativas locales relacionadas con el desarrollo económico y la seguridad alimentaria.

c. Promover y apoyar iniciativas de integración municipal en torno a propósitos comunes con referencia a consideraciones de ordenamiento territorial y de desarrollo sostenible, encaminadas a establecer escalas apropiadas para maximizar el uso eficiente de recursos públicos y la promoción de proyectos productivos competitivos o base de solución de problemas agudos de seguridad alimentaria.

d. Promover proyectos de integración en áreas de frontera enfocados a aprovechar las ventajas y minimizar las desventajas de la situación fronteriza, incluyendo la posibilidad de soluciones binacionales para la prestación de servicios públicos o de promoción de proyectos productivos complementarios (cadenas productivas), en el marco de las políticas de integración andina  y binacional.

e. Apoyar la formulación de Planes de Vida de las comunidades y entidades territoriales indígenas, velando por su armónica inserción dentro de los procesos de ordenamiento territorial regional y local, en el marco del pleno respeto de la autonomía y de las culturas, costumbres y formas de vida de dichas comunidades

IV. DURACION Y ESTRUCTURA INSTITUCIONAL

La duración del Proyecto se estima a 4 años, a partir del mes de enero del 2004 y hasta el 2007.

Las autoridades de tutela del Proyecto son:

· Por parte del Beneficiario, la Agencia Colombiana de Cooperación Internacional (ACCI).

· Por parte de la Unión Europea, la Comisión 

Los organismos nacionales ejecutores son los siguientes:

· Ministerio del Interior: A partir de la expedición de la ley 199 de 1995, el Ministerio del Interior es el organismo rector del proceso de descentralización así como el principal promotor de la participación ciudadana. En efecto, el Ministerio del Interior tiene como funciones, entre otras, las siguientes:

· Formular, coordinar y evaluar políticas en materia de descentralización, ordenamiento y autonomía territorial, desarrollo institucional y las relaciones políticas entre la Nación y las entidades territoriales.

· Formular, coordinar, evaluar y promover las políticas en materia de desarrollo de los mecanismos para el fortalecimiento de la democracia y en especial de los asuntos políticos, legislativos, la participación ciudadana en la organización social y política de la Nación y la búsqueda de la transparencia en la gestión administrativa.

Para el desarrollo de estos objetivos, el Ministerio del Interior cuenta por una parte con la Dirección General de Asuntos Territoriales, responsable de los asuntos relativos a las políticas de descentralización; y por otra parte con la Dirección General para el Desarrollo de la Acción Comunal y la Participación. Es necesario señalar además que a partir de la expedición de la ley 199 de 1995, el Ministerio del Interior ha evolucionado en el sentido de asumir de manera creciente su intervención en asuntos que le son propios, como los de descentralización y participación, pero frente a los cuales había tenido un rol relativamente débil. En efecto, la acción del Ministerio se concentraba en los asuntos políticos, electorales y de orden público, dejando como temas subsidiarios los arriba mencionados, quedando ellos expósitos o bajo la responsabilidad de otras agencias del Estado.

Por lo anterior, no solo por razones legales resulta adecuado que sea el Ministerio del Interior operador del Proyecto Sistema Nacional de Desarrollo Territorial, sino también por razones de institucionalización del liderazgo real que debe tener en la práctica este organismo frente a tales asuntos. 

· Red de Solidaridad Social: La Red Solidaridad Social es un establecimiento público del orden nacional creado a través de la ley 368 de 1997 como organismo responsable de la ejecución de la política social del Estado colombiano. Durante sus primeros años, la Red ejecutó en el país numerosos proyectos, con una inversión significativa, y aportó a la construcción de una estrategia de gestión basada en la coordinación interinstitucional y en la participación comunitaria. 


Se debe señalar además que existe una clara confluencia entre la misión del Ministerio del Interior, como ente rector de políticas respecto a los asuntos de descentralización y de participación y la Red de Solidaridad Social como ente coordinador y ejecutor de proyectos que vinculan tales asuntos. En efecto, dentro de las funciones legales asignadas a la Red de Solidaridad Social se registran dos que permiten caracterizarla como un ente con vocación de operador respecto a dichos temas y que son las siguientes:

· De acuerdo con las políticas que determine el Gobierno Nacional, coordinar la concertación interinstitucional y promover la participación de las organizaciones sociales, políticas y de la comunidad en la definición y gestión de su propio desarrollo.

· Ejecutar programas de difusión y capacitación dirigidos a las comunidades, con el fin de promover su participación en las decisiones que las afectan y procurar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución, el desarrollo institucional, la descentralización y modernización administrativas, y la planeación participativa en la elaboración y presentación de proyectos, de conformidad con las políticas que determine el Gobierno Nacional.

En el mismo sentido, dentro de sus objetivos misionales, se destaca que uno de ellos es promover el avance del proceso de descentralización mediante la vinculación de los departamentos y municipios en la formulación y la gestión de la política social, el fortalecimiento de la capacidad institucional en el nivel local, el impulso a la apropiación local de criterios de política social, y el desarrollo de criterios de corresponsabilidad en el trabajo entre las colectividades, las instituciones y el sector privado.

Tales características hacen que la Red pueda ofrecer al Proyecto Sistema Nacional de Desarrollo Territorial una capacidad ejecutora para realizar intervenciones en el territorio en asocio con las administraciones seccionales y locales, por una parte, y conjuntamente con organizaciones ciudadanas y comunitarias, por otra parte. En el tema de desarrollo económico regional y local, la presencia de la Red permite además focalizar acciones dirigidas a poblaciones vulnerables, siendo esta una de sus vocaciones principales.

· Otros organismos ejecutores: Además del Ministerio del Interior y de la Red de Solidaridad Social como principales organismos ejecutores, se contempla la vinculación de dos organismos complementarios de ejecución, como son, por una parte, la Escuela Superior de Administración Pública – ESAP – en razón de la relevancia de los procesos de capacitación incluidos en el Proyecto y en razón de la experiencia desarrollada con esta institución a través del Proyecto Sistema Nacional de Capacitación Municipal; y por otra parte, la Federación Colombiana de Municipios, en razón de la importancia que tiene para los municipios colombianos el contar con un ente asociativo que promueva la vida municipal, ejerza una interlocución sólida y constructiva con el Gobierno Central y con el Congreso de la República y facilite el intercambio de experiencias entre las administraciones locales, y también en razón de la experiencia de este organismo en el desarrollo del mencionado Proyecto.

� V.gr. Secretarías de Obras Públicas a nivel departamental o municipal, Unidades Municipales de Atención Agropecuaria – UMATAS -.





